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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CODIGO PENAL FEDERAL, DEL CODIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES Y DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA, PRESENTADA POR EL DIPUTADO ARTURO ESCOBAR Y VEGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN LA SESION DEL JUEVES 10 DE OCTUBRE DE 2002 

Bernardo de la Garza Herrera, Francisco Agundis Arias, José Antonio Arévalo González, Esveida Bravo Martínez, María Teresa Campoy Ruy Sánchez, Olga Patricia Chozas y Chozas, Diego Cobo Terrazas, Arturo Escobar y Vega, José Rodolfo Escudero Barrera, Sara Guadalupe Figueroa Canedo, Nicasia García Domínguez, Alejandro Rafael García Sainz Arena, María Cristina Moctezuma Lule, Julieta Prieto Fuhrken, Concepción Salazar González, Erika Elizabeth Spezia Maldonado, diputados de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II, 72 y 73, fracción XXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y 64 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicitamos se turne a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Diputados de la Quincuagésima Octava Legislatura del honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa: 

Exposición de Motivos 

Es una triste pero evidente realidad que, en los últimos diez años, los índices de criminalidad en nuestro país han aumentado dramáticamente. Esto se debe a una diversidad de factores, como son -entre otros- el desempleo, la pobreza y la marginación. 

Sin embargo, uno de los factores más influyentes en este alto índice es, sin duda alguna, la ineficacia de nuestros ordenamientos penales, así como la relativa laxitud de nuestro sistema de procuración de justicia. 

Los tipos penales, que no son más que la descripción de una determinada conducta que debe ser sancionada por el Estado, muchas veces pueden ser franqueados o esquivados por los delincuentes. 

Lo anterior se debe -entre otros factores- al principio de aplicación estricta de la ley, mediante el cual la conducta realizada por un delincuente debe ser prácticamente idéntica a la descrita en el ordenamiento penal, a efecto de que los elementos objetivos del tipo penal se vean plenamente encuadrados y realizados por el sujeto activo del delito. 

Esa evasión que hacen los delincuentes de las conductas tipificadas es producto de la rápida evolución criminal y de la lentitud con que nuestros ordenamientos sancionadores pueden ser reformados. Así, el delincuente llevará la ventaja; irá un paso adelante. 

Si bien es cierto que puede resultar prácticamente imposible adivinar las nuevas modalidades o figuras delictivas que con el paso del tiempo vayan surgiendo, no menos lo es que una vez que éstas aparezcan, se debe actuar en consecuencia lo más expeditamente posible para evitar una incidencia generalizada para un determinado tipo de conducta y legislar en consecuencia, de manera tal que la impartición de justicia se vea fortalecida. 

Nosotros, como legisladores, tenemos la obligación de mantenernos al tanto de estas figuras delictivas de reciente creación, y no tener oídos sordos ante el reclamo de la sociedad, sino que debemos hacer uso de las facultades que nos han sido concedidas, para el efecto de poner un alto a estas situaciones. 

El hecho de que, como en cualquier otra sociedad, con el paso del tiempo los tipos delictivos van evolucionando y tomando diversas modalidades y los sujetos activos del delito están permanentemente innovando figuras que lesionen a la sociedad, así como buscando maneras de sustraerse de la acción judicial, nos exige la creación de normas que estén al nivel más alto para combatir eficazmente los delitos de nueva creación. 

Las diversas conductas criminales de que hablamos están perfectamente estructuradas en su modus operandi, de manera tal que nuestros ordenamientos legales, lejos de sancionar estas actividades, se ven imposibilitadas -siquiera- para retener a los presuntos delincuentes que desplieguen estas conductas, razón por la cual dichas actividades pueden llegar a ser inclusive fomentadas por la propia ley. 

Estas nuevas modalidades, en particular y muy específicamente la de privación ilegal de la libertad, han proliferado a partir del desmembramiento de algunas de las grandes bandas de secuestradores, cuya operación es totalmente diferente del secuestro momentáneo o de corta duración, conducta que en fechas recientes ha cobrado ya muchas víctimas. 

Las recientes variantes de delitos privativos de la libertad no buscan obtener un lucro de cantidades exorbitantes, como el que pretenden las grandes organizaciones criminales dedicadas a este delito en particular, sino que tan sólo buscan el lucro mínimo indispensable que se pueda obtener en el más breve periodo de tiempo. 

Lo importante para estos delincuentes es la inmediatez con que puedan obtener una suma de dinero, al contrario de lo que sucede con las grandes organizaciones, que pueden darse el lujo de prolongar el cautiverio del sujeto pasivo con el fin de obtener la mayor cantidad de dinero posible. 

Actualmente, el secuestro momentáneo, a pesar de su innegable existencia y reiterado índice de comisión, no es factible de consignación ante un juez penal, dado que dicha conducta se tipifica como robo agravado o, en su defecto, como extorsión. 

Lo que se persigue con esta iniciativa de ley es castigar la conducta del delincuente en lo que hace al medio comisivo para la obtención del lucro, no así el lucro como tal, que pasaría a un segundo término. 

Creemos que el medio de obtención del lucro debe ser una conducta independiente y tipificada como tal en el Código Penal Federal, ya que la integridad y libertad de la víctima como bien jurídico tutelado es superior en jerarquía a cualquier beneficio patrimonial o lucro que se obtenga como resultado de dicha privación de la libertad. 

Abundando al respecto, estimamos que medio comisivo para obtener el lucro constituye un quebrantamiento a bien jurídico tutelado por el Estado que es la libertad, a diferencia de lo que sucede con el delito de extorsión, en el que es forzoso que se obtenga un beneficio patrimonial por parte del activo para integrar el cuerpo del delito. 

Visto lo anterior, resulta imperativo que nosotros, como legisladores, mantengamos nuestros ordenamientos punitivos lo más actualizados posible, con el fin de evitar que estas nuevas modalidades delictivas proliferen. 

Por ello, sometemos a esta Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión la presente iniciativa de 

Decreto.- Mediante el cual se reforman los artículos 364 y 366, ambos del Código Penal Federal; el inciso 23) de la fracción I del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales; y las fracciones I y V del artículo 2° de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada. 

Artículo Primero.- Se reforman los artículos 364 y 366, ambos del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 364 

Se impondrá de uno a tres años de prisión y de cien a quinientos días multa: 

I. A la persona que prive a otra de su libertad hasta por veinticuatro horas. Si la privación de la libertad excede el término anterior, la pena de prisión será de un mes más por cada veinticuatro horas. 

La pena de prisión se aumentará en una mitad cuando la privación de la libertad se realice con violencia. 

La pena de prisión se aumentará en tres cuartas partes cuando la víctima sea menor de dieciséis o mayor de sesenta años de edad o cuando, por cualquier circunstancia, la víctima esté en situación de inferioridad física o mental respecto de quien la ejecuta. 

La pena de prisión se aumentará el doble cuando la privación de la libertad sea realizada por persona que tenga un vínculo familiar, afectivo o contractual, en virtud del cual la víctima o sus familiares hayan depositado su confianza en dicha persona. 

II. ...
Artículo 366 

Al que prive de la libertad a otro se le aplicará: 

I. ... 

II. De veinte a cuarenta años de prisión y de dos mil a cuatro mil días multa si en la privación de la libertad a que se hace referencia en la fracción anterior concurre alguna o algunas de las circunstancias siguientes: 

De la fracción a) a la d) ... 

e) Que la víctima sea menor de dieciséis o mayor de sesenta años de edad o que, por cualquier otra circunstancia, se encuentre en inferioridad física o mental respecto de quien ejecuta la privación de la libertad.
Párrafos primero y segundo de este inciso derogados 

III. Se aplicarán de veinticinco a cincuenta años de prisión y de cuatro mil a ocho mil días multa cuando la privación de libertad se efectúe con el fin de trasladar a un menor de dieciséis años fuera de territorio nacional, con el propósito de obtener un lucro indebido por la venta o la entrega del menor. 

IV. Se impondrá una pena de treinta a cincuenta años de prisión al o a los secuestradores si a la víctima del secuestro se le causa alguna lesión de las previstas en los artículos 291 a 293 de este Código. 

a) En caso de que el secuestrado sea privado de la vida por su o sus secuestradores, se aplicará pena de hasta setenta años de prisión. 

b) Si se detiene en calidad de rehén a una persona y se amenaza con privarla de la vida o con causarle un daño, sea a aquélla o a terceros, si la autoridad no realiza o deja de realizar un acto de cualquier naturaleza; 

c) Si la detención se hace en camino público o en paraje solitario; 

d) Si quienes cometen el delito obran en grupo; y 

e) Si el robo de infante se comete en menor de doce años, por quien sea extraño a su familia y no ejerza la tutela sobre el menor. 

V. Se impondrá pena de tres a nueve años de prisión a la persona que sin derecho prive de la libertad a otra y pretenda con ello obtener un lucro indebido para sí o para otro por cualquier medio, a fin de restituirle la libertad a ésta, independientemente del tiempo que haya transcurrido desde el primer momento de la retención hasta la total liberación del ofendido.
Artículo Segundo.- Se reforma el inciso 23) de la fracción I del artículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales, para quedar como sigue: 

Artículo 194 

Se califican como delitos graves, para todos los efectos legales, por afectar de manera importante valores fundamentales de la sociedad, los previstos en los ordenamientos legales siguientes: 

I. Del Código Penal Federal, los delitos siguientes: 

Del inciso 1) al 22) ... 

23) Privación ilegal de la libertad, previsto en el artículo 364 y las modalidades establecidas en los artículos 365 Bis, 366 y 366 Ter;
Del inciso 24) al 34) ... 

Artículo Tercero.- Se reforman las fracciones I y V del artículo 2° de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, para quedar como sigue: 

Artículo 2º.- Cuando tres o más personas acuerden organizarse o se organicen para realizar, en forma permanente o reiterada, conductas que, por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, como miembros de la delincuencia organizada: 

I. Terrorismo, previsto en el artículo 139, párrafo primero; contra la salud, previsto en los artículos 194 y 195, párrafo primero; falsificación o alteración de moneda, previstos en los artículos 234, 236 y 237; privación ilegal de la libertad, previsto en el artículo 364 y las modalidades establecidas en los artículos 365 Bis, 366 y 366 Ter; operaciones con recursos de procedencia ilícita, previstas en el artículo 400 bis, todos del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal; 

II. ........... 

III. ......... 

IV. .......... 

V. Asalto, previsto en los artículos 286 y 287; y robo de vehículos, previsto en el artículo 381 bis del Código Penal para el Distrito Federal y para toda la República en Materia de Fuero Federal, o en las disposiciones correspondientes de las legislaciones penales estatales.

Transitorio 

Unico.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 10 días del mes de octubre de 2002. 

Diputados: Bernardo de la Garza Herrera (rúbrica), coordinador; Francisco Agundis Arias (rúbrica), vicecoordinador; José Antonio Arévalo González, Esveida Bravo Martínez, María Teresa Campoy Ruy Sánchez (rúbrica), Olga Patricia Chozas y Chozas, Diego Cobo Terrazas, Arturo Escobar y Vega (rúbrica), José Rodolfo Escudero Barrera (rúbrica), Sara Guadalupe Figueroa Canedo (rúbrica), Nicasia García Domínguez, Alejandro Rafael García Sainz Arena, María Cristina Moctezuma Lule (rúbrica), Julieta Prieto Fuhrken, Concepción Salazar González, Erika Elizabeth Spezia Maldonado. 

(Turnada a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos. Octubre 10 de 2002.) 
  
  

